




Honorables Magistrados 
CONSTITUCIONALES 
E. S. D.  
 
 
REF: ACCIÓN DE TUTELA  
ACCIONANTE: HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA 
ACCIONADO: JUZGADO (24) VEINTICUATRO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ  
 
RAUL ALBERTO JIMENEZ CORREA identificado con la cédula de ciudadanía # 
80.170.039 de Bogotá, tarjeta profesional # 190.297 del C.S. de la J., domiciliado 
en la calle 79 A # 18 – 41, oficina 501 de Bogotá, rauljimenezabogado@gmail.com 
dirección inscrita en el Registro Nacional de Abogados, teléfono 3006662654, 
apoderado del accionante HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA, con cédula 
de ciudadanía # 79.494.894 de Bogotá, domiciliado en la calle 99 No. 8-16 apto 303 
Ed. Sotavento en Bogotá, dirección electrónica cdam1234@hotmail.com nos 
permitimos interponer acción de tutela contra el JUZGADO (24) VEINTICUATRO 
CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  por los siguientes:  
 
 
 

HECHOS  
 

1. Mi prohijado el señor HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA adquirió 
mediante venta por valor de cuatrocientos ochenta millones de pesos 
($480´000.000) que le hiciera el anterior propietario señor  ANGEL CARLOS 
PALOMINO BALLESTEROS Representante Legal de BAPACARAN S.A.S. 
nit 800.211.564-1 el inmueble ubicado en  con matrícula  50C-471998 y 50C- 
471967 mediante Escritura Pública # 1.849 del 23.12.2016 de círculo de 
Bogotá. Inmueble del cual ostenta la posesión material y que habita desde el 
23.12.2016 hasta la presente fecha junto con su señora madre, ejerciendo 
actos de señor y dueño.  

2. Bancolombia S.A. promovió proceso Declarativo - Restitución de tenencia 
con el radicado #11001310302420170014500 fundamentado en un contrato 
de Leasing del cual no tenía conocimiento mi prohijado, y el que 
supuestamente fué adquirido por ANGEL CARLOS PALOMINO 
BALLESTEROS sobre los inmueble objeto de litigio y cuyo conocimiento le 
correspondió al Juez Veinticuatro (24) Civil del Circuito de Oralidad de Bogotá 

3. Mi prohijado se vio sorprendido ante la diligencia de entrega de los  bienes 
inmuebles mencionados, realizada el día 11.10.2019, motivo por el cual se 
opuso a la entrega en calidad de tercero poseedor de buena fe.  

4. Dicha oposición fue presentada ante el juzgado hoy accionado, cuyo titular 
es la doctora HEIDI MARIANA LANCHEROS MURCIA, dentro del 
PROCESO VERBAL RAD. 11-001-31-03024-2017-00145. 

5. Pese a que mi prohijado pagó y tiene un justo título sobre los inmuebles en 
mención,  y a raíz de la oposición, la Juez (24) Civil Municipal de Bogotá, por 
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medio del despacho comisorio No. 010, dejó el inmueble en cabeza de mi 
prohijado en calidad de secuestre acorde al numeral 5 del art. 309 del C.G.P. 

6. Mediante auto de fecha 9 de abril de 2021 se programa audiencia de pruebas 
y decisión de la oposición a la entrega para el día 21 de septiembre de 2021 
a las 9:00 de la mañana. 

7. El día 13 de septiembre de 2021 a las 13:05 horas se remite memorial al 
correo electrónico ccto24bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, perteneciente al 
juzgado hoy accionado, solicitando el aplazamiento de la audiencia 
mencionada en el hecho anterior; toda vez, que para la misma fecha y hora 
tenía programada Audiencia Preparatoria en la Investigación Penal con 
NUNC: 11001600009620170041400 por el punible de lavado de activos y 
enriquecimiento ilícito, que se adelanta ante el Juzgado Cuarto (4) Penal 
Especializado de Bogotá D.C, donde acusa la Fiscalía Veintidós (22) 
Especializada de la Unidad para la Extinción del Derecho de Dominio, en el 
cual el suscrito actúa como defensor de confianza del acusado quien se halla 
privado de la libertad.  

8. El mencionado aplazamiento pese de haberse amparado bajo la justa causa 
de cruce de audiencias, amparado en  que cuando los abogados asumen un 
negocio, en particular cuando se trata de un proceso penal, en el cual se 
encuentran en juego derechos y valores tan preciados como la libertad, los 
mismos se ven obligados a asumir la responsabilidad que ello implica, 
sopesando la prioridad de sus intereses y disponiendo del tiempo necesario 
para cumplir con sus obligaciones,  fue negada la solicitud de aplazamiento 
a través de auto del 15 de septiembre de 2021 y notificado por estado el día 
16 de septiembre de 2021, es decir dos días hábiles anteriores a la audiencia 
del 21 del mismo mes y año; aduciendo que la norma no prevé el cruce de 
audiencias como una causal para postergar la diligencia, instándome a 
presentar únicamente prueba sumaria de la referenciada audiencia penal 
para tener por justificada la inasistencia. 

9. Faltando dos (02) días hábiles para su realización, es desproporcionado e 
injusto que el juez decidiera hacer la audiencia y dictar sentencia, conociendo 
dos días antes la negativa de la solicitud de aplzamiento; así mismo el 
suscrito no contaba con el tiempo suficiente para la preparación de la misma. 

10. La solicitud no fue desmedida ni desproporcionada, puesto que fue la primera 
y única vez en que el suscrito solicitó un aplazamiento  y por consiguiente no 
se estaba dilatando el proceso. 

11. Pese a lo anterior, La Juez 24 Civil del Circuito, el dia 21 de septiembre de 
2021 a la hora señalada, sin estar ejecutoriado el auto mediante el cual negó 
el aplazamiento, instala y lleva a cabo audiencia de Pruebas (Sustentar 
oposición a la entrega) declarando infundado dicho recurso por la no 
comparecencia del opositor, de su apoderado y de los testigos. 

12. El error que por esta vía se pretende corregir, hace procedente la injerencia 
supralegal implorada, máxime cuando está de por medio el derecho de 
contradicción del hoy accionante, ya que en virtud de dicha situación no pudo, 
entre otras cosas, controvertir las decisiones que allí se adoptaron. 

13. Acto seguido, pedimos al Juzgado 4 Penal Especializado de Bogotá una 
certificación de asistencia a la Audiencia Preparatoria del día 21 de 
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septiembre de 2021, en razón a que no contábamos con un documento o 
providencia escrita que sirviera como prueba sumaria del cruce de audiencias 
puesto que la audiencia penal fue notificada en estrado. 

14. Durante la celebración de la Audiencia Preparatoria en cuestión, se le solicitó 
al juez el certificado de asistencia a la misma sin obtener respuesta 
satisfactoria. 

15. Después de varias solicitudes presentadas por medio de correo electrónico 
y llamadas telefónicos, hasta el 12 de octubre de 2021 recibimos respuesta 
del JUZGADO (04) PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ, 
con la constancia de asistencia a la Audiencia Preparatoria.  

16. A pesar de no estar ejecutoriado el auto que negó la solicitud de 
aplazamiento de la audiencia fijada para el 21 de septiembre de 2021, ésta 
se surtió sin la presencia del señor opositor HELMER MANUEL BARRERA 
MONTAÑA, ni la mía como su apoderado. Igualmente la hoy accionada se 
abstuvo de decretar las demás pruebas y finalmente rechazó la oposición. 

17. Acto seguido, la Juez  24 Civil del Circuito de Bogotá ordena REQUERIR a 
mi prohijado mediante auto (que a la postre no cuenta con fecha) publicado 
en estado #117 para hacer la entrega voluntaria del inmueble objeto de litigio 
en el término de cinco (5) días.  

18. Consecuentemente, el señor HELMER  MANUEL BARRERA MONTAÑA, me 
confiere poder especial para hacer valer sus derechos fundamentales a 
través de la presente acción y en especial para que la hoy accionada le 
permita sustentar su posición y argumentar las pruebas aportadas en los 
tiempos que confiere la ley de acuerdo a las normas que enmarcan el debido 
proceso.  

 
 

PRETENSIONES 
 
De acuerdo a lo anterior solicito:  
 
PRIMERO. Se protejan los derechos fundamentales de igualdad y debido proceso    
del señor HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA.  
 
SEGUNDO. Se REVOQUE el auto del 15.09.2021 proferido por la señora JUEZ (24) 
VEINTICUATRO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  mediante el cual negó el 
aplazamiento de la audiencia de que trata el  Artículo 309 de E.G.P.  atinente a la 
audiencia de pruebas y decisión de la oposición a la entrega por desconocer el 
derecho a la igualdad y  defensa técnica, apartándose del precedente 
jurisprudencial.  
 
TERCERO. Como consecuencia de lo anterior se DECLARE que la audiencia 
llevada a cabo el 21 de septiembre de 2021 y actuaciones posteriores afectan las 
reglas del debido proceso; por cuanto el auto del 15.09.2021 notificado por estado 
el 16.09.2021 que negó la solicitud de aplazamiento  además de ser ilegal y 
apartarse del precedente jurisprudencial, tampoco se encontraba debidamente 



ejecutoriado para el día en que se desarrolló la audiencia, cercenando los 
mecanismos de impugnación dispuestos por el legislador. (Art. 318 E.G.P.)  
 
 

FUNDAMENTOS JURIDICOS 
 
Procedencia 
 
Partamos por hablar del principio de subsidiariedad, el cual nos indica que la acción 
de tutela sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. Respecto de dicho mandato la Corte Constitucional ha 
expresado, en forma reiterada, que aun cuando la acción constitucional ha sido 
prevista como un mecanismo de defensa judicial para la protección inmediata de los 
derechos fundamentales, la propia Carta Política le reconoce un carácter subsidiario 
y residual, lo cual significa que solo es procedente supletivamente, es decir, cuando 
no existan otros medios de defensa a los que se pueda acudir, o cuando existiendo 
estos, se presente para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.  
 
No obstante, la Sentencia T-471/17 , magistrada ponente GLORIA STELLA ORTIZ 
DELGADO, hace mención de las dos excepciones para el requisito de la 
subsidiariedad y que han sido reiteradas en la jurisprudencia constitucional, estas 
son: 

1. Cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las 
controversias no es idóneo ni eficaz conforme a las especiales circunstancias 
del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo. 
 

2. Cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide 
la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela 
procede como mecanismo transitorio. 

 
Sin embargo, esta Corporación  reiteró mediante STP12352 del 13 de octubre de 
dos mil veinte el precedente señalado varias oportunidades que cuando la presunta 
vulneración obedece a la ausencia material de defensa técnica, esta situación hace 
viable flexibilizar el criterio de subsidiariedad y analizar por esta vía excepcional el 
fondo de lo debatido, pues podría estar afectado este derecho fundamental y otras 
garantías (Cfr. STP8248-2020, STP1196-2019, STP8176-2018, STP5406-2018, 
entre otras). 
 
La Corte Constitucional en sentencia T-780 de 2006 señaló: 

“[…] La eventual procedencia de la acción de tutela contra sentencias 
judiciales y otras providencias que pongan fin al proceso tiene connotación 
de excepcionalísima, lo cual significa que procede siempre y cuando se 
cumplan unos determinados requisitos muy estrictos que la jurisprudencia se 
ha encargado de especificar.”  
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Por vía jurisprudencial, la Corte Constitucional ha sostenido que los requisitos 
generales para la procedencia del mecanismo de amparo de derechos 
fundamentales contra providencias judiciales que deben ser cuidadosamente 
verificados, son: 
 

● Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional, 
dado que el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no 
tienen una clara y marcada importancia constitucional, so pena de 
involucrarse en asuntos que corresponde definir a otras jurisdicciones. 

● Que se hayan agotado todos los medios –ordinarios y extraordinarios– de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar 
la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable. 

● Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se haya 
interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que 
originó la vulneración. 

● Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 
misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. 

● Que la parte actora identifique, de manera razonable, tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 
posible. 

● Que no se trate de sentencias de tutela. 
 
En este orden de ideas, le corresponde al juez de tutela verificar el cumplimiento 
estricto de todos los requisitos generales, de tal manera que una vez superado ese 
examen formal pueda constatar si se configura, por lo menos uno los requisitos 
específicos de procedencia que deben ser alegados por el interesado y que han 
sido precisados por la jurisprudencia constitucional en las sentencias C-590 de 2005 
y T-488 de 2014, acogidas por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema  
(Sentencia SP130312015 (82053), sep. 24/15 MP: José Luis Barceló), y son los 
siguientes: 
 

● El defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 
profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia 
para ello. 

● El defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido. 

● El defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 
permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

● El defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con 
base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una 
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 

● El error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 
engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una 
decisión que afecta derechos fundamentales. 



● La decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los 
servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y 
jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa 
motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 

● El desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por 
ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un 
derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando 
sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como 
mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido 
constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. 

● La violación directa de la Constitución Política. 
 
 
 
ANÁLISIS DEL CASO  
 
El presente caso,  se origina ante  la negativa del aplazamiento de una audiencia 
de sustentación de oposición de entrega dentro del proceso RAD.11-001-31-03024-
2017-00145 (Demandante: Bancolombia) cuya práctica se halla rodeada de 
irregularidades procesales que han suprimido la idoneidad y eficacia de los 
mecanismos procesales dispuestos por el  legislador, ratificados por la 
jurisprudencia y la doctrina, cuya omisión afectaron de manera determinante la 
sentencia que rechazó la oposición.  Específicamente, la Juez 24 Civil del Circuito 
de Bogotá i) negó la solicitud del aplazamiento, ii) mediante auto de fecha 15 de 
septiembre de 2021  (notificado por estado del día jueves 16.09.2021 es decir, dos 
días hábiles antes de la mencionada diligencia) y comunica el rechazo del 
aplazamiento únicamente conminando a allegar prueba sumaria a efectos de la 
inasistencia “futura” del suscrito abogado;   acto seguido iii) el día lunes 21 de 
septiembre de 2021 es surtida  la audiencia y por ende declarada sin sustento la 
oposición de entrega.  
 
Pese a que el certificado de asistencia a la Audiencia Preparatoria de Juicio Oral 
que fuese entregado por el JUZGADO (04) PENAL DEL CIRCUITO 
ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ el 12 de octubre de 2021 en el cual actúo como 
defensor de confianza del acusado quien se halla privado de la libertad (prueba 
sumaria del cruce de audiencias); la Juez 24 Civil del Circuito de Bogotá 
caprichosamente no permitió que el opositor y hoy accionante (HELMER MANUEL 
BARRERA MONTAÑA) a través del suscrito  pudiéramos ejercer a) el derecho a 
una adecuada defensa ligado a los derechos de acceso a la administración de 
justicia y debido proceso e igualdad procesal, sino que b) a su vez cercenó los 
mecanismos de impugnación (recurso de reposición) dentro del término de tres (3) 
días hábiles dispuestos por el legislador y que en la práctica le fue cercenado, como 
quiera que surtió la mentada audiencia sin la ejecutoria del auto de fecha anterior 
que tenían en común el aplazamiento para la realización de la audiencia y en la fue 
decidido de manera negativa (Art. 302 E.G.P.)  
 
 



El presente caso goza de relevancia constitucional debido a que involucra 
derechos fundamentales, no se trata de un asunto de mera legalidad y no se está 
usando el mecanismo de la tutela como una tercera instancia o recurso adicional 
para controvertir las decisiones tomadas por la accionada, sino, evitar que los 
efectos del auto controvertido sigan menoscabando tanto los derechos de mi 
poderdante como los míos como abogado.  
 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos  
 
En sentencia del 22 de septiembre de 2010 la Sala  Jurisdiccional  Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura hoy Comisión Nacional de Disciplina Judicial, 
(Magistrado Ponente: DR. JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ Radicación No 
050011102000200802063 01) consideró pertinente realizar una interpretación 
sistemática y teleológica de las disposiciones legales que atañen los  aplazamientos 
de las audiencias.  
 
En este sentido manifestó que el  “deber de comparecencia no puede ser entendido 
de forma absoluta ni inflexible, toda vez que pueden presentarse eventos 
excepcionales en los cuales se permite solicitar aplazamientos de las audiencias, 
siempre y cuando aquello tenga como finalidad la preparación de la defensa”; según 
el cual dicha facultad constituye efectivamente un derecho, más si se tiene en 
cuenta que tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos hacen parte del bloque de 
constitucionalidad. 1 
 
 
Obsérvese que en el caso bajo estudio el C.S.J. y de acuerdo con el material 
probatorio que reposaba en el expediente; la Sala verificó que el abogado solicitó 
en un primer momento el aplazamiento de la audiencia de formulación de acusación 
programada para el día 16 de noviembre de 2007, bajo el argumento de que la fecha 
de la misma se le había informado el 14 de noviembre del mismo año, es decir, 
faltando dos (02) días para su realización, razón por la cual no contaba con el tiempo 
suficiente para preparar la defensa. 
La mencionada solicitud fue aceptada por el Juzgado 37 Penal Municipal de 
Conocimiento de Medellín, el cual ordenó la reprogramación de la audiencia para el 
día 11 de febrero de 2008 (fl 75 del c.o)” 

Respecto a esta primera solicitud consideró la Sala que no existía  prueba dentro 
del expediente que permitiese desvirtuar las afirmaciones del abogado, razón por la 
cual no se detuvo en el estudio de dicho tópico, teniendo en cuenta los principios de 
buena fe (art 83 de la C.P) y de presunción de inocencia (art 8° de la Ley 1123 de 
2007).  

 
1 Véase entre otras, las sentencias C-406 de 1996, C-251 de 1997 y C-170 de 2004 
proferidas por la Corte Constitucional. 
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En caso similar abordado mediante STC7284 del 11.09 del 2020 La Corte Suprema 
de Justicia fijó un precedente mediante el amparo de los derechos fundamentales 
de un colega al cual le fue negado el aplazamiento de diligencia, con un margen  
apenas tres (3) días hábiles, por lo que dicha circunstancia la Corte precisó que 
existen circunstancias adicionales a las contempladas en el artículo 159 del E.G.P. 
así:  
 
“Siendo así, cuando el apoderado de alguna de las partes reclame el aplazamiento 
de una audiencia, deberá encontrarse en alguno de los eventos contemplados en el 
numeral segundo del artículo 159 del estatuto adjetivo, o, también, como lo ha 
admitido esta Sala, en otras circunstancias adicionales que le impidan honrar el 
compromiso de asistir, las que por tanto exigen un análisis especial de cara a los 
principios generales del derecho, entre ellos, aquel según el cual nadie está 
obligado a lo imposible (ad impossibilia nemo tenetur).  Finalmente ordenó la 
anulación  de lo actuado en la diligencia y por ende fuese renovada con intervención 
del apoderado judicial de la peticionaria (numeral 3° del artículo 133 ibídem) y por 
ende ordenó al Juez convocar a las partes nuevamente a audiencia para agotar las 
fases de los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso.  
 
 
En desarrollo de lo anterior, la garantía de defensa, en su vertiente técnica, puede 
verse afectada cuando: «i) hay ausencia absoluta de un profesional del derecho, ii) 
por la falta de actos positivos de gestión o iii) cuando el profesional del derecho 
carece de las mínimas habilidades, conocimientos y experticia requerida para actuar 
en el proceso penal» (Subrayado y negrillas fuera del original) (Cfr. ATP3975-2019). 
 
No se trata de meras ritualidades, pues la dimensión formalista del derecho 
procesal: 

‘(…) ha sido superada pues el constitucionalismo ha rescatado las garantías 
centenariamente elaboradas como contenidos del derecho procesal para vincularlas 
inescindiblemente a la realización de las normas sustanciales. Las ha dotado de 
una teleología que no se explica a partir del solo rito o procedimiento sino en relación 
directa con las normas jurídicas que consagran los efectos jurídicos que las partes 
pretenden. Las ha redimensionado para darles ahora el carácter de facultades 
irrenunciables, históricamente consolidadas y positivizadas; esto es, para advertir 
en ellas derechos fundamentales. 

Con ello, ha dotado al proceso de una nueva racionalidad pues ya no se trata de 
agotar ritualismos vacíos de contenido o de realizar las normas de derecho 
sustancial de cualquier manera sino de realizarlas reconociendo esas garantías 
irrenunciables pues su respeto ineludible también constituye una finalidad del 
proceso. Así, ha generado una nueva percepción del derecho procesal pues le ha 
impreso unos fundamentos políticos y constitucionales vinculantes y, al 
reconocerles a las garantías procesales la naturaleza de derechos fundamentales, 
ha permitido su aplicación directa e inmediata; ha generado espacios interpretativos 
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que se atienen a lo dispuesto en los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos; ha tornado viable su protección por los jueces de tutela y ha abierto el 
espacio para que el juez constitucional, en cumplimiento de su labor de defensa de 
los derechos fundamentales, promueva la estricta observancia de esas garantías, 
vincule a ella a los poderes públicos y penetre así en ámbitos que antes se asumían 
como de estricta configuración legal. (…).’ (CC. C-131/02). 

 
Principios y derechos fundamentales vulnerados  
 

● Nadie está obligado a realizar lo imposible. Al igual que el aforismo 
jurídico “Impossibilium nulla obligatio” que traduce “a lo imposible, nadie 
está obligado”. 

  
● El derecho de defensa  

 
● Debido proceso 

 
● Igualdad 

 
● Derecho a la Defensa Técnica 

 
● Derecho al Trabajo 

 
● Seguridad jurídica 

 
 
Si bien no fue posible agotar los medios de defensa, el cual vendría a ser el 
recurso de reposición, se ha dejado por sentado que este no procedería debido a 
que no se contaba con la prueba sumaria solicitada por él dentro del auto que negó 
el aplazamiento de la audiencia, es decir, el certificado de asistencia a la audiencia 
preparatoria de juicio oral del 21 de septiembre de 2021, a lo anterior se le añade 
que tampoco se respetó el término de los tres (3) días para poder interponer dicho 
recurso por parte del mismo operador judicial, como quiera que sin estar firme se 
llevó a cabo la mencionada audiencia, como a continuación se detalla:  
 
Pese habérsele puesto de presente con razonada antelación el cruce de audiencias; 
y haberse expuesto argumentos y pruebas previamente a la hoy accionada, la Juez 
24 Civil del Circuito de Bogotá cometió una irregularidad procesal al anular los 
mecanismos judiciales para que mi prohijado fuese escuchado tomando en 
consideración:  
 
i) La negativa del aplazamiento además de sorpresiva,  inminente y contraria al 
precedente de igualdad procesal, y a tan solo de dos (2) días hábiles previos para 
la mencionada diligencia  requería mayor apremio y ejercicio técnico jurídico, 
tratándose de la salvaguarda de la vivienda y derecho sobre la propiedad de un 
ciudadano;  el cual no era posible delegar sin la debida experticia ni diligencia 
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preparatoria en un término tan reducido, como lo son dos (2) días hábiles. Aunado 
a la limitación de tiempo se debe considerar la limitación de recursos humanos y 
económicos para poder suplirse de otro profesional del derecho en tan ínfimo lapso. 
 
 
iii) La presentación del respectivo recurso de reposición,  tampoco habría 
prosperado en razón a que el hoy accionado a su capricho requirió la prueba 
sumaria del cruce de audiencias a efectos únicamente  de justificar la inasistencia 
futura del togado, mas no en lo que concierne del aplazamiento, en otras palabras, 
el medio de defensa con el que contábamos  en ese momento carecía de idoneidad 
y eficacia; por cuanto la decisión reposaba en manos del mismo operador judicial 
(Juez 24 Civil del Circuito de Bogotá) quien ya había tomado la decisión de no 
permitir el aplazamiento por la razón alegada aunado a la segunda irregularidad 
procesal como es la práctica de la mencionada  audiencia sin que mi prohijado 
tuviese derecho a la defensa técnica aunado a que tampoco se hubiese agotado  el 
término de ejecutoria del auto anterior.  
 
 
iii) El cruce de audiencias judiciales en el cual el suscrito abogado ejerce la 
representación judicial, por una parte el proceso de Extinción de Dominio  en el cual 
actúo como defensor de confianza del acusado quien se halla privado de la libertad 
(NUNC # 11001600009620170041400) y por otra parte el proceso de oposición a la 
entrega que hoy nos ocupa, son procesos que demandan experticia y 
profesionalismo el cual no hubiese podido delegarse ni el uno ni el otro en un término 
de dos (2) días hábiles como lo pretendió la hoy accionada, a tal punto que el 
argumento de la Juez 24 Civil del Circuito de Bogotá carece de razón y no se 
sustenta en los principios de la sana crítica atentando a su vez contra mi legítimo 
Derecho al Trabajo en calidad de abogado.  
 
 
 
Lo anterior evidencia con claridad que la hoy accionada a) no tenía interés en 
escuchar no solo los argumentos del tercero opositor de buena fé en la mencionada 
diligencia (apartándose injustificadamente del precedente jurisprudencial en lo que 
respecta a la viabilidad del aplazamiento de la diligencia), b) el afincamiento de la 
decisión  en la inobservancia del término ejecutoria del auto del 15.09.2021 
(notificado el 16.09.2021) evidencia que no le impidió a la hoy accionada surtir una 
diligencia judicial que c) finalmente se decantó en una decisión sin haberse agotado 
los términos perentorios judiciales y jurisprudenciales.  
 
 
En este sentido y de acuerdo a los razonamientos precedentes se concluye que 
además de que el hoy accionado desconoció las normas reguladoras de las fases 
y momentos procesales, dentro de las cuales también se manifiesta la 
determinación de decisiones sobre la situación jurídica de las personas y  los bienes, 
y todo en ello en base al análisis de la prueba.     
 



 
No obstante, ello no impide entender que juzgar, con base al sistema de la “sana 
crítica” es, también, un arte, por cuanto que debemos partir del entendimiento que, 
igualmente, el hombre o la mujer que juzga debe tener la virtud o disposición de 
valerse del conjunto de principio, preceptos y reglas necesarias para juzgar bien; 
porque al tratarse de una actividad humana que tiene como propósito hacer el bien 
o por lo menos lo correcto, debe tener, también, una finalidad ética: por lo que 
debemos atender a las virtudes y no a las desvirtudes; a la disposición para hacer 
el bien o por lo menos lo correcto y no a la predisposición para hacer el mal o lo 
incorrecto. Es por ello que el juzgar, además, de atender a la ciencia del proceso 
debe entenderse, también, como un arte; porque sólo bajo esta concepción se 
puede entender que para juzgar bien se debe atender a la bondad y a la verdad de 
los hechos, sin vicio ni error.  
 
 
Luego, entonces, hablar de las reglas de la “sana crítica” para valorar o apreciar la 
prueba en el proceso de enjuiciamiento civil o penal es aplicación de la norma legal 
al caso concreto derivada de razonamiento lógico, equitativo y de la experiencia 
como juicios de valor generales y relativos sobre la verdad, esto es de principios, 
reglas y valores como elementos integrantes de la función de juzgar.  
 
 
La sana crítica como sistema de valoración de la prueba en el proceso de 
enjuciamiento requiere que para juzgar se debe atender a la bondad y a la verdad 
de los hechos; luego, entonces, suprimida la oportunidad procesal para ser oído,  y  
a la postre el único mecanismo de amparo  para la defensa de los derechos es la 
acción de tutela.  El razonamiento que atiende a estos valores debe realizarse sin 
vicios ni error; porque la concurrencia del vicio o del error es la negación no sólo de 
todo valor ético sino de la misma verdad histórica como finalidad específica del 
proceso.  
 
 
La seguridad que el juzgador puede tener de la verdad de sus conocimientos no 
garantiza la posesión objetiva de la verdad, lo que plantea una distinción entre la 
verdad subjetiva y la verdad objetiva; y es que ha sido harto comprobado que a la 
razón se le puede engañar de muchas maneras,  no obstante, está claro que el 
aplazamiento se fundamentó en la imposibilidad de asistir por causa de otro hecho 
probado, como lo era el cruce de audiencias, específicamente la aludida y la surtida 
en el proceso penal con persona privada de la libertad, a tal punto que la Juez 24 
Civil del Circuito de Bogotá pudo corroborar la veracidad del cruce con la otra 
audiencia, ya sea directamente con el despacho de conocimiento o mediante el 
Sistema de Consulta Judicial.  
 
Es por ello que la a- quo era consciente que a menos de dos (2) días hábiles previos 
a la audiencia, le sería imposible asistir al suscrito o como tal garantizar un sustituto 
en tan corto tiempo ,y su inteligencia en la valoración o apreciación de los hechos y 
los elementos de pruebas puestos a su conocimiento la llevaron a practicar una 



diligencia sin la presencia del  principal interesado es decir el opositor, de suerte 
que adicionado al error procesal de mutilar los mecanismos de impugnación en 
cabeza de mi prohijado, genera una decisión viciada.  
 
Ahora bien, encontrar las razones  del deseo de buscar el por qué de nuestras 
afirmaciones y muchas veces su puesta en duda es a la razón un buen medio para 
emprender el buen camino que nos conduce a la objetividad, causa extrañeza que 
la hoy accionada negase el aplazamiento de la diligencia, desconociendo no 
solamente la veracidad del cruce de audiencias sino el antecedente jurisprudencial 
tanto vertical como horizontal que ha viabilizado de me manera positiva la solicitud 
bajo los mismos supuestos de hecho en múltiples litigios a otros colegas 
apartàndose el accionado del principio de  identidad que radica en que no sólo se 
aplica a la identidad de los objetos en sí mismos sino, también, a la identidad de los 
conceptos en sí mismos; el principio de contradicción se sustenta en la fórmula de 
que una cosa no puede entenderse en dos dimensiones al mismo tiempo; es decir 
una cosa o sujeto, en atención a una misma situación o relación, no puede ser y no 
ser al mismo tiempo; el principio del tercero excluido se formula estableciéndose 
que entre dos proposiciones de las cuales una afirma y otra niega, una de ellas debe 
ser verdadera; visto de otra manera, entre la afirmación y la negación no hay una 
tercera posibilidad; la verdad debe surgir de los dos extremos planteados.  
 
En este sentido, si los abogados y sus prohijados son iguales ante la ley, y la 
presunción de inocencia se aplica a toda persona; la negativa del aplazamiento 
debió desacreditarse a partir de los hechos sobre los cuales se fundamentó la 
solicitud y no de una manera subjetiva como manifestó sin apremio la señora Juez 
24 Civil del Circuito de Bogotá. 
 
 
 
En cuanto a los requisitos específicos de procedencia de la tutela, la irregularidad 
procesal que se materializó en este caso con el rechazo de la solicitud de 
aplazamiento de la audiencia de pruebas del 21 de septiembre de 2021 por parte 
del juzgado accionado tuvo un efecto decisivo puesto que a raíz de ello se llevó a 
cabo la referida audiencia sin la presencia de mi prohijado ni la del suscrito y, 
consecuentemente, desestimando tanto las pruebas testimoniales aportadas, como 
las documentales, estas últimas declaradas infundadas sin ofrecer la debida 
motivación de dicha decisión,  lo cual constituye una falta al deber del juez. Sobre 
esto último la Corte, en sentencia T-214 de 2012, puntualizó: 
  

La motivación de los fallos judiciales es un deber de los jueces y un derecho 
fundamental de los ciudadanos, como posición jurídica concreta derivada del 
debido proceso. Desde el punto de vista del operador judicial, la motivación 
consiste en un ejercicio argumentativo por medio del cual el juez establece la 
interpretación de las disposiciones normativas, de una parte, y determina 
cómo, a partir de los elementos de convicción aportados al proceso y la 
hipótesis de hecho que se construye con base en esos elementos, es posible 
subsumir el caso concreto en el supuesto de hecho de una regla jurídica 



aplicable al caso. En el estado constitucional de derecho, la motivación 
adquiere mayor importancia. La incidencia de los derechos fundamentales en 
todas las áreas del derecho y la obligación de los jueces y operadores 
jurídicos de aplicar las reglas legales y/o reglamentarias sólo en la medida en 
que sean conformes con la Carta Política (aspectos conocidos en la doctrina 
constitucional como efecto irradiación, interpretación conforme y carácter 
normativo de la Constitución) exigen del juez un ejercicio interpretativo 
calificado que dé cuenta del ajuste entre su interpretación y los mandatos 
superiores, y que le permita, mediante el despliegue de una argumentación 
que tome en cuenta todos los factores relevantes, administrar el pluralismo 
de los principios constitucionales. 

 
En este mismo orden de ideas, la Juez 24 Civil del Circuito de Bogotá desconoció 
el precedente citado en el párrafo anterior, aplicando un juicio perezoso en el caso 
concreto y derivando de ello en una vulneración al debido proceso por falta de 
debida motivación de una decisión judicial y de paso yendo en contra de la 
Constitución misma. 
 
 
Igualdad, legalidad, seguridad jurídica, debido proceso - precedente 
jurisprudencial  

 
 

El Juzgado 24 Civil del Circuito de Bogotá D.C  profiere auto calendado el día 15 de 
septiembre de 2021,  el cual se notifica por estado el día 16 de septiembre de 2021; 
por tanto, los días 17 (viernes), 20 (lunes) y martes (21) de septiembre; término 
dentro del cual el legislador habilita la interposición de los medios de impugnación 
(Art. 318 E.G.P.). No obstante, el martes 21 de septiembre a las 9:00 am el hoy 
accionado instala y  practica la audiencia  y emite sentencia sin considerar la 
ausencia de ejecutoria del auto que niega el aplazamiento y sin la presencia de mi 
prohijado en calidad de opositor a la entrega, del suscrito como apoderado y de los 
testigos, prescindiendo también de la práctica de las pruebas solicitadas por los 
demás sujetos procesales.  
 
I. En este orden ideas,  el hoy accionado al proferir el auto del 15 de septiembre de 
2021 incurre en vía de hecho al desconocer el precedente jurisprudencial que a 
continuación se expone y por tanto vulnera el derecho a la igualdad de mi 
prohijado,en conexidad con el derecho a contar con una  defensa técnica. 
 
El 10 de junio del 2015, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, 
a través de auto, aplazó la continuación de una audiencia de preparatoria 
programada para el  11 de junio de 2015, dentro del proceso penal que se 
adelantaba en contra de la ex senadora PIEDAD ZUCCARDI DE GARCÍA, 
atendiendo a la solicitud elevada por el abogado defensor de esta última el 9 de 
junio del mismo año, es decir, dos días hábiles antes de la audiencia citada. De igual 
forma, es necesario traer a colación que el memorial presentado por el abogado 
defensor simplemente hace mención a la imposibilidad de asistir a la audiencia del 



11 de junio debido a que para la misma fecha tiene otra diligencia, sin anexar prueba 
sumaria o mayor justificación a la solicitud.  
 
Acorde a lo anterior y al derecho a la igualdad, el cual se encuentra consignado en 
el artículo 13 de la Constitución Política y cuyo enunciado específico dispone: 
 

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones 
de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

Al analizar la estructura básica del enunciado citado, la Corte Constitucional ha 
dicho que:   

El inciso primero establece el principio de igualdad y la prohibición de trato 
discriminado; que en el inciso segundo se dispone el mandato de 
promoción de la igualdad material, mediante la implementación de 
medidas de discriminación afirmativa; y que el inciso tercero establece 
medidas asistenciales, por medio del mandato de protección a personas 
puestas en circunstancias de debilidad manifiesta en virtud de la pobreza 
o su condición de discapacidad. 

En este sentido, no se entiende la razón del por qué en nuestro caso se nos niega 
la solicitud de aplazamiento aduciendo a que no existen en la norma pertinente 
una causa para aplazar la audiencia y, en adición, se solicite una prueba sumaria 
para dar por justificada la inasistencia a la diligencia. Mientras que, en el caso de 
la ex senadora, con la simple solicitud bastó para suspender la diligencia. Por 
otro lado, de dicha situación se logra inferir que los operadores judiciales son más 
flexibles con unos ciudadanos que con otros, lo cual denota un claro trato 
discriminatorio, hecho que contraviene explícitamente a la misma Carta, 
específicamente la parte donde se afirma que todos los ciudadanos “…recibirán 
la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”. 

 
 
Vulneración al derecho al trabajo, a la libre escogencia de la profesión.  
 



El artículo 25 de La Constitución Política de Colombia, consagra el Derecho al 
Trabajo como un derecho de especial protección por el Estado, El Estado tendrá 
que garantizar las condiciones necesarias para que este derecho sea efectivo.  De 
la misma forma el artículo 26 de la Constitución Política de Colombia consagra el 
Derecho a la libre escogencia de la profesión u oficio.  La Corte ha considerado que 
“Dicha libertad es manifestación del principio fundamental de respeto al libre 
desarrollo de la Personalidad, adquiriendo especial importancia en la medida en que 
su  ejercicio también opera uno de los campos que más dignifica al ser humano, es 
decir, el del trabajo.  El ámbito de protección del derecho al trabajo entraña la 
garantía de la libertad en su ejercicio, de tal manera, la potestad de elegir una 
profesión se deriva del respeto individual de escogencia de una actividad laboral”. 
 
La Sentencia C- 505 de 2001, recalca que el derecho a escoger libremente profesión 
goza de una garantía Constitucional que se dirige a “proteger el núcleo esencial del 
derecho, encontrándose vedado para el legislador la posibilidad de limitar, cancelar 
o restringir esa esfera de inmunidad”. 
 
Considerando lo anterior, se advierte que el actuar de la Juez 24 Civil del Circuito 
de Bogotá D.C., vulnera el derecho al trabajo; toda vez, que le impide al apoderado 
asistir a la parte contratante cuando se niega la solicitud de aplazamiento de la 
audiencia con motivo en una justa causa; además el no permitir recurrir la decisión 
del contenido de dicho auto, cuando el vencimiento de dicho término se interrumpe 
con la celebración de la diligencia o audiencia que se solicitó su aplazamiento.  Lo 
anterior implica que el abogado tendrá que limitarse a fungir como apoderado en un 
número reducido de procesos, esto con el fin de evitar la concurrencia temporal de 
diligencias.  
 

 
II. La instalación, práctica y sentencia proferida por el hoy accionado en la audiencia 
realizada el 21 de septiembre de 2021 sustrae a mi prohijado el derecho para que 
dentro del término judicial (3 días) pueda confrontar los argumentos de la Juez 24 
Civil del Circuito de Bogotá a través del recurso de reposición acorde al artículo 318 
del C.G.P. 
 
La jurisprudencia ha fijado que las peticiones de aplazamiento de audiencias deben 
formularse con suficiente anticipación que garantice el proferimiento, notificación y 
ejecutoria del auto que admite o rechaza la solicitud.  
 
En suma, la Corte Constitucional ha sido reiterativa y enfática sobre la importancia 
de respetar y observar los términos procesales para asegurar la realización del 
derecho al debido proceso, el cual, en este caso en concreto fue desconocido por 
la accionada en razón a que con la celebración de la audiencia referida sin haberse 
cumplido el término de los 3 días para presentar el recurso de reposición en contra 
del auto del 13 de septiembre de 2021 nos impidió ejercer nuestro derecho a la 
contradicción y defensa. En otras palabras, la audiencia mencionada se llevó a cabo 
sin que el auto del 13 de septiembre estuviera ejecutoriado acorde al artículo 302 
del Código General del Proceso, que establece: “...Las que sean proferidas por 



fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, 
cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los 
recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que 
resuelva los interpuestos”. 
 
 
III. El auto de fecha 15 de septiembre de 2021,  notificado con dos días hábiles de 
antelación a la precitada audiencia; es un término muy limitado para pretender que 
en dicho tiempo pueda reemplazarse y tenerse un colega dispuesto y preparado de 
manera oportuna para asumir una verdadera defensa técnica, por tanto comina al 
suscrito a una acción imposible de realizar. 
 
En sentencia STC 7340-2018, el magistrado de la Sala de Casación Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, Dr. AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO, trae a colación 
que:  
 

No desconoce el ordenamiento jurídico que pueden suceder acontecimientos 
especialísimos, repentinos, imprevisibles e irresistibles que teoricamente no 
encuadren en alguna de las hipotesis causantes de la interrupción aludida, 
pero que pudieran impedir que los “abogados” honren el compromiso de 
asistir a las “diligencias”, v. gr. un accidente o noticia calamitosa de última 
hora, que si bien es cierto no aparecen enlistadas en el artículo 159 
comentado, sí exigen un análisis especial de cara a los principios generales 
del derecho, según manda el artículo 11 ejusdem. Y, uno de ellos es 
precisamente ad impossibilia nemo tenetur, según el cual nadie está obligado 
a lo imposible.  
 

Efectivamente, nadie está obligado a lo imposible y mucho menos a poseer el don 
de la ubicuidad, lo cual podría solucionarse en teoría con una sustitución de poder 
tal y como lo plantea la juez en el auto aquí accionado, no obstante, no es menos 
cierto que para realizar dicha sustitución es necesario por una parte encontrar un 
abogado con unos estudios y experiencia tales que permitan prever que 
representará de forma idónea y cabal los intereses de mi prohijado, señor HELMER 
MANUEL BARRERA MONTAÑA, máxime y cuando estábamos frente a una 
audiencia tan compleja. En suma, buscar el abogado indicado para el caso 
significaba también un realizar un gasto considerable, gasto imposible de solventar 
tanto por mi cliente como por mi teniendo en cuenta la situación de calamidad 
pública provocada por el COVID-19,  la cual no solo ha afectado de forma negativa 
la salud de miles de personas a nivel mundial, sino también las finanzas personales 
de millones. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, la coyuntura COVID-19 debe ser considerada en sí 
misma un acontecimiento especialísimo, repentino, imprevisible e irresistible que no 
encuadra dentro de las causales de aplazamiento cobijadas por el art. 159 del 
Código General del Proceso, pero que merece un estudio especial acorde a los 
principios generales del derecho, principalmente ad impossibilia nemo tenetur. 
 



IV Deberes del Juez. Esclarecer la verdad procesal, a  través del material 
probatorio. La Juez impidió que el opositor sustentara la oposición no solo 
argumentativa sino probatoriamente; así mismo desestimó las pruebas que el 
Demandante e interesado con la entrega también quería aportar al proceso para 
llegar a la verdad procesal.  
 
La H. Corte Constitucional en sentencia SU 635 del año 2015, se refiere a la falta 
de motivación de las providencias judiciales como una causal de procedencia de la 
tutela en contra de la misma de la siguiente forma: 
 

La falta de motivación, como causal de procedencia de la acción de tutela en 
contra de providencias judiciales, tiene como finalidad proteger los derechos 
de los ciudadanos de obtener respuestas razonadas de la administración de 
justicia, permitiendo de esta manera, ejercer efectivamente el derecho de 
contradicción. Por lo tanto, el juez de tutela debe tener en cuenta, que la falta 
de motivación de una decisión judicial, supone una clara vulneración al 
derecho del debido proceso ya que existe un deber en cabeza de los 
funcionarios judiciales, el cual tiene que presentar las razones fácticas y 
jurídicas que sustentan el fallo, acción que se genera en virtud de un principio 
base de la función judicial. 

 
El Estatuto General en su artículo 42 enuncia los deberes del juez y entre ellos nos 
encontramos con el de motivar la sentencia y demás providencias. Si analizamos 
detenidamente el actuar de la juez durante la audiencia del 21 de septiembre de 
2021, podemos observar que la misma no solo desconoció el término de ejecutoria 
del auto que negó la solicitud de aplazamiento de esta , el cual se cumplía el mismo 
día, sino que también hizo lo propio con las pruebas presentadas por mi y que 
acompañaban al respectivo escrito de sustentación de la oposición a la entrega del 
bien objeto de la diligencia sin la más mínima sustentación o motivación jurídica por 
parte de la togada. De lo anterior se logra apreciar un claro defecto sustantivo en la 
providencia por una insuficiente y perezosa motivación de parte del operador 
jurídico. 
 

Violación al debido proceso por la práctica de pruebas.  Con su actuar, la Juez 
vulneró la oportunidad y práctica de los artículos 167 (carga de la prueba) y 173 
(oportunidades probatorias) del Código General del Proceso por parte de ésta 
defensa técnica.     

La prueba no ha sido instruida, se violó el debido proceso al oponente, en punto a 
la imparcialidad, porque el juzgador actuó sin estar movido por la decisión de 
clarificar hechos dudosos, con la finalidad de beneficiar a la promotora y, al proceder 
de tal manera descendió del pedestal en el que debía mantenerse erguido y sereno, 
para litigar al lado de la demandante. Es un atentado contra el principio de 
imparcialidad, la decisión de la Juez cambió el curso del proceso. 



La Corte ha insistido en que nuestro sistema procesal civil, se enmarca en la 
tradición racionalista continental – europea, según la cual la averiguación de la 
verdad como presupuesto de la justicia material es el principal objetivo institucional 
del proceso.  Verdad y Justicia deben ir siempre de la mano, pues tan absurda e 
inútil es la justicia sin verdad, como ésta sin aquella.     

Bien conocido es el Brocárdico “ne eat iudex ultra petita partium”.  – La sentencia 
ha de atenerse a las pretensiones de las partes, - utilizado desde antaño para 
reconocer el señorío de los litigantes sobre la causa y, por esta vía, impedir que la 
actividad jurisdiccional se desvíe hacia puntos no planteados en los escritos de 
demanda y oposición, so pena de incurrir en exceso de poder o en defecto del 
mismo.  

Mandato que hunde sus raíces en el principio del agotamiento de la jurisdicción, el 
cual impone al Tallador actuar inquisitivamente con el fin de agotar totalmente, en 
un caso concreto, la jurisdicción del Estado. (Sentencia SC4257 – 2020 Sala de 
Casación Civil  – Corte Suprema de Justicia MP: AROLDO WILSON QUIROZ 
MONSALVO Proceso # 110001-31-03041-2010-00514-01)  

 
¿Pueden los jueces apartarse de la doctrina probable y/o del precedente 
judicial? 
 
El inciso segundo del artículo 7 del Código General del Proceso enfatiza: “Cuando 
el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 
razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma 
manera procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en 
casos análogos”. Sobre lo anterior, a simple vista se puede apreciar que el legislador 
autoriza al juez de instancia para que se desligue de lo decidido por el superior o 
por el mismo, siempre y cuando ofrezca argumentos basados en parámetros 
objetivos de razonabilidad y fundamentos jurídicos. De igual forma, la Corte 
Constitucional ha fijado algunos parámetros que debe tener en cuenta el operador 
judicial que quiera apartarse de la doctrina probable como lo veremos a 
continuación: 
 
 
En primer lugar, la Corte ha determinado que la doctrina probable y el precedente 
judicial, son dos vías distintas para darle fortaleza a la decisión judicial y con ello 
contribuir a la seguridad jurídica y al respeto por el principio de igualdad. Encontró 
que mientras la doctrina probable establece una regla de interpretación de las 
normas vigentes, que afecta la parte considerativa de la decisión judicial,  el 
precedente judicial establece reglas sobre la aplicación de las normas en casos 
precisos, afecta por lo tanto aquellos casos cuyos hechos se subsuman en la 
hipótesis y están dirigidos a la parte resolutiva de la decisión. (Sentencia C-621/15 
- MP. Dr Jorge Igancio Pretel Chaljub)  
 
 



Ahora bien, para garantizar la vinculatoriedad de las decisiones de las Altas Cortes 
y con ello su función de cierre y unificación de la jurisprudencia, las decisiones de 
la Corte Constitucional han sido claras en exigir al juez de instancia que quiera 
apartarse, que previamente tome en consideración el precedente y luego 
fundamente con claridad los fundamentos que justifican su decisión. De la misma 
forma se exige, en virtud de la seguridad jurídica, que cuando una Alta Corte decida 
apartarse de su propio precedente, lo haga con base en unos presupuestos 
determinados y no de forma caprichosa. Recordando que, acorde al art. 230 de la 
Carta, la doctrina y jurisprudencia son criterios auxiliares de interpretación de la 
actividad judicial y, de este modo, los jueces en sus providencias “sólo están 
sometidos al imperio de la ley”. 
 
En conclusión, la obligatoriedad del precedente sentado en la jurisprudencia de las 
Altas Cortes deja abierta la posibilidad de que el juez de instancia se aparte, solo 
que para hacerlo, y con el objeto de generar un grado de seguridad jurídica 
aceptable, se exige que el juez que decida apartarse de la jurisprudencia deba 
adelantar una carga argumentativa que justifique su decisión.  
 
En ese orden de ideas, un tribunal puede apartarse de un precedente cuando 
considere necesario hacerlo, pero en tal evento tiene la carga de argumentación, 
esto es, tiene que aportar las razones que justifican el apartamiento de las 
decisiones anteriores y la estructuración de una nueva respuesta al problema 
planteado. Además, para justificar un cambio jurisprudencial no basta que el tribunal 
considere que la interpretación actual es un poco mejor que la anterior, puesto que 
el precedente, por el solo hecho de serlo, goza ya de un plus, pues ha orientado el 
sistema jurídico de determinada manera. Por ello, para que un cambio 
jurisprudencial no sea arbitrario es necesario que el tribunal aporte razones que 
sean de un peso y una fuerza tales que, en el caso concreto, primen no sólo sobre 
los criterios que sirvieron de base a la decisión en el pasado sino, además, sobre 
las consideraciones de seguridad jurídica e igualdad que fundamentan el principio 
esencial del respeto del precedente en un Estado de derecho. (Sentencia C-400 de 
1998) 

Aunado a lo anterior, la Corte ha considerado que el acatamiento del precedente, 
sin embargo, no debe suponer la petrificación del derecho. En este sentido, el juez 
puede apartarse tanto de los precedentes horizontales como de los precedentes 
verticales; pero para ello debe fundar rigurosamente su posición y expresar razones 
claras y válidas para distanciarse de los precedentes vinculantes. 

Según lo establecido en su larga jurisprudencia por este tribunal, una vez 
identificada la jurisprudencia aplicable al caso, la autoridad judicial sólo puede 
apartarse de la misma mediante un proceso expreso de contra-argumentación que 
explique las razones del apartamiento, bien por:  

1. Ausencia de identidad fáctica, que impide aplicar el precedente al caso 
concreto;  



2. Desacuerdo con las interpretaciones normativas realizadas en la decisión 
precedente;  

3. Discrepancia con la regla de derecho que constituye la línea jurisprudencial.  

De este modo, la posibilidad de apartamiento del precedente emanado de las 
corporaciones judiciales de cierre de las respectivas jurisdicciones supone, en 
primer término, un deber de reconocimiento del mismo y, adicionalmente, de 
explicitación de las razones de su desconsideración en el caso que se juzga. 

Asimismo, la carga argumentativa del juez que se desliga del precedente implica 
una exigencia tal, que si él no realiza una debida justificación de las razones que lo 
alejaron de tal precedente constitucional se genera un defecto que puede viciar la 
decisión. “el desconocimiento, sin debida justificación, del precedente judicial 
configura un defecto sustantivo, en la medida en que su respeto es una obligación 
de todas las autoridades judiciales –sea éste precedente horizontal o vertical, en 
virtud de los principios del debido proceso, igualdad y buena fe” . 

Por lo cual y a pesar de la regla general de obligatoriedad del precedente judicial, 
siempre que el juez exprese contundentemente las razones válidas que lo llevaron 
a apartarse del precedente constitucional, su decisión será legítima y acorde a las 
disposiciones legales y constitucionales, 

La Corte ha reconocido que es preciso hacer efectivo el derecho a la igualdad, sin 
perder de vista que el juez goza de autonomía e independencia en su actividad, al 
punto que si bien está obligado a respetar el precedente fijado por él mismo y por 
sus superiores funcionales, también es responsable de adaptarse a las nuevas 
exigencias que la realidad le impone y asumir los desafíos propios de la evolución 
del derecho. En consecuencia, un juez puede apartarse válidamente del precedente 
horizontal o vertical si: 
 

1. En su providencia hace una referencia expresa al precedente conforme al 
cual sus superiores funcionales o su propio despacho han resuelto casos 
análogos, pues “sólo puede admitirse una revisión de un precedente si se es 
consciente de su existencia” (requisito de transparencia);  

 
2. Y, expone razones suficientes y válidas a la luz del ordenamiento jurídico y 

los supuestos fácticos del caso nuevo que justifiquen el cambio 
jurisprudencial, lo que significa que no se trata simplemente de ofrecer 
argumentos en otro sentido, sino que resulta necesario demostrar que el 
precedente anterior no resulta válido, correcto o suficiente para resolver el 
caso nuevo (requisito de suficiencia). Satisfechos estos requisitos por parte 
del juez, en criterio de la Corte, se entiende protegido el derecho a la igualdad 
de trato ante las autoridades y garantizada la autonomía e independencia de 
los operadores judiciales. 

 
La sentencia C-634 de 2011 , la Corte dio claridad sobre las condiciones que debe 
cumplir la carga argumentativa exigida al juez de instancia para apartarse del 

https://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:2177/vid/329936199


precedente del tribunal de cierre y en general de la Corte Constitucional según tenga 
lugar: 

1. Hacer explícitas las razones por las cuales se aparte de la jurisprudencia en 
vigor sobre la materia objeto de escrutinio judicial;  

2. Y demostrar suficientemente que la interpretación alternativa que se ofrece 
desarrolla de mejor manera los derechos, principios y valores 
constitucionales. 

Test de proporcionalidad 
 
El test de proporcionalidad es un método de interpretación de alta relevancia en 
nuestro ordenamiento jurídico, pues resuelve conflictos de orden constitucional. El 
instrumento fue originalmente propuesto –aunque no con ese nombre- por el 
conocido jurista alemán Robert Alexy, quien sostuvo que los subprincipios que 
conforman dicho test: “expresan la idea de optimización. Interpretar los Derechos 
Fundamentales de acuerdo al principio de proporcionalidad es tratar a éstos como 
requisitos de optimización, es decir, como principios y no simplemente como 
reglas ”. La intención de Alexy fue proponer un instrumento que permitiera dirimir, 
de manera razonable, conflictos normativos entre principios constitucionales. 
 
En la jurisprudencia han sido reconocidos como elementos fundamentales o 
esenciales que deben ser considerados por el juez constitucional a la hora de 
realizar un test de proporcionalidad: 
 
a. La idoneidad o adecuación de la medida, la cual hace relación a que la 

intervención o la injerencia que el Estado pueda generar en la efectividad de un 
derecho fundamental resulte lo “suficientemente apta o adecuada para lograr el 
fin que se pretende conseguir”. Finalidad que debe propender por un objetivo 
constitucionalmente legítimo o deseable y el cual debe evidenciarse como de 
imperiosa consecución. 
 

b.  La necesidad  hace referencia a que la limitación a un derecho fundamental 
debe ser indispensable para la obtención del objetivo previamente descrito 
como legítimo y, que de todos los medios existentes para su consecución, debe 
ser el que, en forma menos lesiva, injiera en la efectividad del derecho 
intervenido.  

 
c. El test de proporcionalidad en sentido estricto, el cual permite entrar a evaluar 

o ponderar si la restricción a los derechos fundamentales que genera la medida 
cuestionada, resulta equivalente a los beneficios que reporta, o si, por el 
contrario, ésta resulta desproporcionada al generar una afectación mucho 
mayor a estos intereses jurídicos de orden superior. En otras palabras, es a 
partir de este específico modelo de test que resulta posible poner en la balanza 
los beneficios que una medida tiene la virtualidad de reportar y los costos que 
su obtención representa, de forma que sea posible evidenciar si ésta se 



encuentra ajustada al ordenamiento superior al propender por una relación de 
costo-beneficio que, en general, resulta siendo favorable a los intereses 
constitucionales en controversia.(Sentencia C-144/15) 

 
En suma, según la sentencia C-835 de 2013, el principio de proporcionalidad y más 
en específico el test de proporcionalidad constituye un instrumento hermenéutico 
que se materializa a través del desarrollo de un juicio de valor que:  
 

1. Evalúa las repercusiones negativas que unas determinadas medidas que 
tiendan por la consecución de unos fines constitucionalmente deseables, 
puedan llegar a tener en otros intereses jurídicos de igual jerarquía;  
 

2. Tiene en cuenta la conducencia e idoneidad del medio escogido para obtener 
el fin deseado, de forma que le sea posible determinar al juzgador de la causa 
si los intereses jurídicos en balanza se encuentran nivelados o si, por el 
contrario, existe alguno que se esté viendo claramente desfavorecido. 

 
El art. 5 del C.G.P anota lo siguiente: “El juez deberá programar las audiencias y 
diligencias de manera que el objeto de cada una de ellas se cumpla sin solución de 
continuidad. No podrá aplazar una audiencia o diligencia, ni suspenderla, salvo por 
las razones que expresamente autoriza este código”. Acorde a lo anterior, la 
finalidad del artículo citado no es otro que conseguir un proceso sin dilaciones 
injustificadas, con celeridad y eficacia. Sin embargo, el togado no puede ampararse 
en dicho principio para tomar decisiones que desconozcan los derechos de las 
partes dentro del proceso.  
 
En el presente caso, la Juez 24 Civil del Circuito de Bogotá, en virtud al principio de 
concentración, decidió no aceptar la solicitud de aplazamiento de audiencia 
presentada por el suscrito, en este sentido, al evaluar las repercusiones de esta la 
resolución tomada por la togada, nos encontramos con que se respetaron los 
principios de celeridad y eficacia, pero al mismo tiempo se ignoró el derecho al 
debido proceso, al trabajo, la defensa técnica y la igualdad. 
 
En otras palabras, al colocar en una balanza el alcance de la decisión de la Juez en 
el presente caso se logra apreciar una clara desproporción de donde tanto mi cliente 
como mi persona salimos visiblemente desfavorecidos.  
 
 

 
MEDIDA PROVISIONAL 

  
Respetuosamente le solicito al señor Juez de Tutela que de conformidad al artículo 
7° Decreto 2591 de 1991, COMO MEDIDA PROVISIONAL: 
  
SE ORDENE LA SUSPENSIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO POR 
EL AUTO DEL 5 DE NOVIEMBRE DE 2021, PROFERIDO POR EL JUZGADO 
VEINTICUATRO (24) CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD DE BOGOTÁ, POR 



MEDIO DEL CUAL SE REQUIRIÓ AL SEÑOR HELMER MANUEL BARRERA 
MONTAÑA, EN SU CALIDAD DE SECUESTRE , PARA QUE HAGA LA ENTREGA 
VOLUNTARIA  Y DEFINITIVA DEL BIEN INMUEBLE OBJETO DE LA DEMANDA 
Y, EN CASO DE NO REALIZARSE LA ENTREGA, DEVUÉLVASE POR 
SECRETARÍA EL DESPACHO COMISORIO No. 010 DEL JUZGADO 
VEINTICUATRO (24) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ PARA QUE CONTINÚE 
CON LA ENTREGA ORDENADA, HACIENDO USO DE LA FUERZA PÚBLICA SI 
FUERE NECESARIO. 
  
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política faculta 
a toda persona para reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente 
y sumario, la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de  cualquier autoridad 
pública, o de los particulares, en los casos en que así se autoriza. 
  
El Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, establece que el juez 
constitucional cuando lo considere necesario y urgente para proteger un derecho 
fundamental “suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere” 
y, dicha suspensión puede ser ordenada de oficio o a petición de parte, para el 
efecto, el artículo 7° de la mentada normatividad dispone: 
  

Artículo 7°. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la 
presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 
necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del 
acto concreto que lo amenace o vulnere. 
  
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución 
o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al 
interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 
procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 
eventual fallo a favor del solicitante. 
  
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra 
quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. El juez 
también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que 
se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo 
de conformidad con las circunstancias del caso. […] (Resaltado fuera de 
texto) 

  
Con los argumentos y pruebas aportadas con este escrito, los que comedidamente 
solicito al Juez de tutela sean analizados con tal detalle para efectos de decidir sobre 
la procedencia de la medida provisional solicitada, pues se encuentra más que 
demostrada la violación de los derechos fundamentales invocados. 
  
Ahora bien, lo que se pretende a través del decreto de la medida provisional 
consagrada en el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991, es que como lo indica la H. 



Corte Constitucional se adopten las medidas pertinentes para evitar que la situación 
se torne aún más gravosa, lo que causaría un perjuicio irremediable, el que estamos 
todavía a tiempo de evitar . 
  
En Sentencia T-103 del año 2018, la H. Corte Constitucional expuso lo siguiente: 
“La protección provisional está dirigida a: i) proteger los derechos de los 
demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne ilusorio; ii) 
salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en 
amenaza de vulneración; y iii) evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos objeto de análisis en el proceso, perjuicios que no se 
circunscriben a los que pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está 
facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a estos fines”. 
  
La expedición de esta protección cautelar debe ser “razonada, sopesada y 
proporcionada a la situación planteada”, puesto que de no ser así estaríamos frente  
frente a poder arbitrario u omnímodo. 
  
  
Así mismo, la Corte ha expresado a través de sus sentencias, que la aprobación de 
la medida provisional, no constituye un prejuzgamiento, por el contrario se debe es 
de entender como el instrumento la Carta Política que le otorgó a sus asociados, 
para evitar un perjuicio irremediable. 
  
Respecto de la prueba que justifica la necesidad de la medida provisional, esta no 
es otra que el contenido del auto es importante resaltar que no es otra que el 
contenido fáctico del auto objeto de esta medida provisional, pues al materializarse 
la entrega del bien objeto de la demanda de radicado 11001310302420170014500, 
al mismo tiempo se estaría vulnerando el derecho al debido proceso y el derecho a 
vivienda, este último considerado un derecho universal. 
  
SEÑOR JUEZ RUEGO QUE IMPIDA LA MATERIALIZACIÓN DE LA 
VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y ORDENE LA 
MEDIDA PROVISIONAL. 

 
 

 
 

JURAMENTO  
 

En cumplimiento del artículo 14 del Decreto 2591 del 19 de noviembre de 
1991,manifiesto, bajo la gravedad del juramento,que no he presentado otra acción 
de tutela por los mismos hechos y derechos. 

 
 
 
 
 



PRUEBAS  
 
 

1. Poder debidamente conferido. 
 

2. Cédula de ciudadanía RAUL ALBERTO JIMENEZ CORREA. 
 

3. Tarjeta profesional de RAUL ALBERTO JIMENEZ CORREA. 
 

4. Memorial del 13 de septiembre de 2021 a través del cual se solicitó al 
JUZGADO 24 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, el aplazamiento de la 
audiencia del 21 de septiembre del mismo año y constancia de envío. 
 

5. Auto del 15 de septiembre de 2021 proferido por el JUZGADO 24 CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ, por medio del cual se negó el aplazamiento de la 
audiencia. 
 

6. Acta de la audiencia del día 21 de septiembre de 2021. 
 

7. Video Audiencia de pruebas proceso 2017- 00145 
 

8. Memorial enviado al JUZGADO (04) PENAL DEL CIRCUITO 
ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ solicitando la certificación de asistencia a la 
Audiencia Preparatoria del día 21 de septiembre de 2021. 
 

9. Certificado de asistencia a audiencia enviado por JUZGADO (04) PENAL 
DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ el 12 de octubre de 2021. 
 

10. Auto (sin fecha) publicado en estado #117 por el JUZGADO 24 CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ donde se le solicita al señor HELMER MANUEL 
BARRERA MONTAÑA hacer la entrega voluntaria del inmueble objeto de 
litigio en el término de cinco (5) días. 

 
11. Copia de la solicitud de aplazamiento de audiencia presentada por el 

abogado de la ex senadora PIEDAD ZUCCARDI DE GARCIA ante la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. 
 

12. Auto del 10 de junio del 2015 proferido por la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia a través del cual se aplazó la continuación de una 
audiencia preparatoria programada para el  11 de junio de 2015, dentro del 
proceso penal que se adelantaba en contra  de la ex senadora PIEDAD 
ZUCCARDI DE GARCÍA.  
 

13. Copia de Escritura Publica de Compraventa # 1.849 del 23.12.2016 mediante 
la cual mi prohijado adquirió los inmuebles mencionados, por valor de 
$480.000.000.oo.  
 



14. Oficio No. 2519 por medio cual el JUZGADO 24 CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ requirió al señor HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA para 
que haga la entrega voluntaria y definitiva del bien objeto del del litigio. 
 

15. Correo remitido por el JUZGADO (04) PENAL DEL CIRCUITO 
ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ por medio del cual se envió certificado de 
asistencia a audiencia. 

 
 
 
 

NOTIFICACIONES  
 

 
 
El accionado JUZGADO (24) VEINTICUATRO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
en la calle 12 # 9 - 23 piso 4, Torre Norte, Ed. El Virrey en Bogotá, en el correo 
institucional del juzgado ccto24bt@cendoj.ramajudicial.gov.co y en el telefax 
3421349. 
 

 
El accionante HELMER MANUEL BARRERA MONTAÑA, en la calle 99 No. 8-16 
apto 303 Ed. Sotavento en Bogotá, dirección electrónica cdam1234@hotmail.com 
 

 
El suscrito en la calle 79 A # 18 – 41, oficina 501 de Bogotá, 
rauljimenezabogado@gmail.com  dirección inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados, teléfono 3006662654.  

 
 

Atentamente,  
  
 

 
________________________________ 
RAUL ALBERTO JIMENEZ CORREA 

C.C. 80.170.039 de Bogotá 
T.P. Nº 190.297 del C. S. Jud. 
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Raul Jiménez <rauljimenezabogado@gmail.com>

SOLICITUD APLAZAMIENTO Y REPROGRAMAR AUDIENCIA AUDIENCIA 
1 mensaje

Raul Jiménez <rauljimenezabogado@gmail.com> 13 de septiembre de 2021, 13:09
Para: ccto24bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
CCO: juridicapolis@yahoo.es

Bogotá D.C 13 de septiembre de 2021

Señores:
JUZGADO 24 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA DC.
CIUDAD 
E.     S.     D.

REFERENCIA: SOLICITUD APLAZAMIENTO Y REPROGRAMACIÓN DE AUDIENCIA.
RADICADO: 11-001-31-03024-2017-00145-00
DDTE: BANCOLOMBIA
DDO: HELMER BARRERA 

Cordial saludo;

RAUL ALBERO JIMENEZ CORREA, identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en nombre y representación
del demandado Helmer Barrera en el presente proceso, respetuosamente solicito de su delegada, se sirva aplazar y reprogramar la
diligencia o audiencia que ha sido programada para el día 21 de septiembre de 2021 a las 9:00 a.m, lo anterior, con ocasión que para la
misma fecha y hora tengo programada audiencia Preparatoria en la Investigación Penal con NUNC: 11001600009620170041400 por el
punible de lavado de activos y enriquecimiento ilícito, ante el Juzgado 4 Especializado de Bogotá DC con la Fiscalia 22 Especializada
(CON DETENIDO), por lo cual no es permisible la no comparecencia a dicha diligencia.
Agradeciendo la atención al presente y en espera de la fijación de nueva fecha y hora.

Atte;

RAÚL ALBERTO JIMENEZ CORREA
C.C. 80170039
TP: 190297 C. S. DE LA J. 





 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICUATRO (24) CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

BOGOTÁ  

 
AUDIENCIA DE PRUEBAS 

 
Ref: VERBAL OTROS No 110013103024201700145 00 adelantado por 
BANCOLOMBIA S.A. contra ÁNGEL CARLOS PALOMINO BALLESTEROS 
 
 
En Bogotá D.C., siendo las NUEVE (9:00) de la mañana del VEINTIUNO (21) 
de SEPTIEMBRE de DOS MIL VEINTIUNO (2021), la suscrita Juez 24 Civil del 
Circuito de esta ciudad, da inicio a la audiencia de pruebas ordenada en auto 
de fecha 9 de abril de 2021, dentro del expediente de la referencia. Obra 
como Secretario ad-hoc Humberto Enrique Lozano Farjat. 
 
Comparecientes 
 

NOMBRE CALIDAD 

 
BANCOLOMBIA S. A. 

jarmenta@bancolombia.com.co  

 
Demandante 

Dra. GLORIA ESPERANZA PLAZAS 
BOLÍVAR gloesplaz@outlook.com  

Apoderado judicial de la demandante 

 
No habiendo comparecido el opositor, su apoderado ni los testigos, se 
prescinde de su declaración y se resuelve la oposición a la entrega de la cual 
se consigna la parte resolutiva. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICUATRO (24) CIVIL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C., administrando Justicia en nombre de la 
República de Colombia y por autoridad de la ley,   
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO el incidente de oposición a la entrega 
promovido por Helmer Manuel Barrera Montaña.  
 
SEGUNDO: Ejecutoriada esta decisión, reingrese el plenario al Despacho 
para disponer lo que corresponda.  
 
La presente decisión se notifica en estrados. 
 
Se deja constancia que la audiencia se grabó en un CD que se adjunta como 
parte integrante del acta. 
 
No siendo otro el objeto, se termina y firma el control de asistencia por 
quienes en ella intervinieron. 

mailto:jarmenta@bancolombia.com.co
mailto:gloesplaz@outlook.com


 
 
 
La Juez  

(Original firmado) 
HEIDI MARIANA LANCHEROS MURCIA 

 

Secretario Ad-hoc 

 
(Original firmado) 

HUMBERTO ENRIQUE LOZANO FARJAT 
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Re: SOLICITUD DE CERTIFICACIÓN DE LA AUDIENCIA DEL 21 DE SEPTIEMBRE 2021- AUDIENCIA PREPARATORIA - VIRTUAL - 004-
2019-048(B) - 22-09-21

De: JURIDICAPOLIS (juridicapolis@yahoo.es)

Para: scrj04pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co

Fecha: miércoles, 22 de septiembre de 2021, 04:15 p. m. COT

Bogotá,D.C. SEPTIEMBRE 22 DE 2021

Ref. Rad. CUI. 110016000096201700414
Rad. Int. 004-2019-048(B)
Contra:JESUS DAVID PEÑA AVILA

Muy respetuosamente Señor Juez, RAÚL ALBERTO JIMENEZ CORREA, Abogado de confianza del señor JESUS DAVID PEÑA AVILA, 
comedidamente solicito a su Despacho se me expida CERTIFICACIÓN de la ASISTENCIA de la Audiencia Preparatoria virtual que se llevó a cabo el
día 21 de septiembre del 2021 siendo las 9:00 a.m, la cual se requiere para excusar la no comparecencia a la diligencia que se practicó el día 21 de
Septiembre de 2021 a las 8:00 a.m en el Juzgado 24 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. En el cual funjo como abogado de confianza de la parte
demandada en el proceso verbal con radicado 110013103024201700145. Lo anterior toda vez que este despacho no acepto mi excusa previa.

La Certificación puede ser enviada a  correo electrónico
juridicapolis@yahoo.es    o  rauljimenezabogado@gmail.com

De Usted señor Juez,

RAUL ALBERTO JIMENEZ CORREA
C.C.80.170.039
T.P. 190.297 del C. S. de la Ju.
tel 3006662654
Calle 79A No. 18-41 ofc 501 Ed. Monserrate en Bogotá

 

 
 
 
JURIDICAPOLIS
PBX 691 05 53 
Calle 79 a  18-41  Oficina 501
Bogotá D.C. 

 
 

El miércoles, 22 de septiembre de 2021, 07:00:27 a. m. COT, Secretaria Juzgado 04 Penal Circuito Especializado - Seccional Bogota <scrj04pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
escribió:

 
JUZGADO 4° PENAL DE CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ

CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS
Calle 31 No. 6-20 piso 2° Tel: 3381046

Correo Institucional: scrj04pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co

 
Ref. Rad. CUI. 110016000096201700414
Rad. Int. 004-2019-048(B)
Contra: Édgar Santiago Aranguren Talero y otros

Doctores
MIGUEL ÁNGEL BELLO CUBIDES - Fiscal 22 Especializado Contra El Lavado de Activos
GERARDO AUGUSTO MALAGÓN OVIEDO - Procurador 316 Judicial II Penal
CARLOS ALBERTO MOSQUERA MOGOLLÓN - Defensor de confianza Édgar Santiago Aranguren
RAÚL ALBERTO JIMÉNEZ CORREA - Defensor de confianza Jesús David Peña

 MIGUEL FRANCISCO CALDERÓN ORJUELA - Defensor de confianza Katterine Johanna Nieto
 y 

Señores - acusados
ÉDGAR SANTIAGO ARANGUREN TALERO
JESÚS DAVID PEÑA ÁVILA
KATTERINE JOHANNA NIETO GALEANO
Bogotá

Buenos días y cordial saludo.
 
Por medio del presente correo envío el link de conexión para poder llevar a cabo continuación de AUDIENCIA DE VERIFICACIÓN DE
PREACUERDO y AUDIENCIA PREPARATORIA, programada por el despacho judicial para hoy 22 de SEPTIEMBRE A LAS 8:00 A.M., es
importante que todos cuenten con acceso a internet suficientemente estable, cámara y audio.

 

https://call.lifesizecloud.com/10678152
 
 Atentamente,

JAMES DAVID ROMERO ROMERO
Escribiente 
Tel. 3142569699 

 
ACUERDO PCSJA20-11632 30/09/2020 - Artículo 26. Horario para la recepción virtual de documentos en los despachos judiciales y dependencias administrativas. las demandas, acciones, memoriales, documentos,
escritos y solicitudes que se envíen a los despachos judiciales, después del horario laboral de cada distrito, se entenderán presentadas el día hábil siguiente; los despachos judiciales no confirmarán la recepción de estos
mensajes de correo electrónico por fuera de las jornadas laborales sino hasta el día hábil siguiente. 
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AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error
comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo
podría tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en
general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es
realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.



  

RREEPPUUBBLLIICCAA  DDEE  CCOOLLOOMMBBIIAA  

  
JJUUZZGGAADDOO  CCUUAARRTTOO  PPEENNAALL  DDEELL  CCIIRRCCUUIITTOO    

EESSPPEECCIIAALLIIZZAADDOO  DDEE  BBOOGGOOTTÁÁ  DD..CC..    
CCEENNTTRROO  DDEE  SSEERRVVIICCIIOOSS  AADDMMIINNIISSTTRRAATTIIVVOOSS  

CCaallllee  3311  NNoo..  66  ––  2200  ppiissoo  22  

Bogotá D.C., 12 de octubre de 2021 

 

 

Ref. Rad. 1100160000962017-00414 

Rad. Int. 004-2019-048(B) 

Procesados: Édgar Santiago Aranguren y otros 
 

 

 

CCOONNSSTTAANNCCIIAA  SSEECCRREETTAARRIIAALL  
 

 

EL suscrito deja constancia que el pasado 21 de septiembre se hizo presente en sala 

virtual, siendo las 9:00 a.m., aproximadamente, el doctor RAÚL ALBERTO JIMÉNEZ 

CORREA quien se identifica con la cédula de ciudadanía 80.170.039, portador de la tarjeta 

profesional de abogado 190.297 del C.S de la J., en su calidad de defensor de confianza del 

señor Jesús David Peña Ávila, quien se encuentra privado de la libertad en detención 

domiciliaria dentro del proceso de la referencia. Lo anterior, a fin de asistir a la audiencia 

preparatoria programada por el despacho desde el pasado 21 de abril. 

  

 La presente se expide en la ciudad de Bogotá D.C., en la fecha a solicitud del doctor 

Jiménez Correa anexando además el acta de la audiencia correspondiente. 

 

 

Conste, 

 

 
JAMES DAVID ROMERO ROMERO 

Escribiente 
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REMITE CONSTANCIA DE ASISTENCIA A AUDIENCIA DE 21-09-21

De: Secretaria Juzgado 04 Penal Circuito Especializado - Seccional Bogota (scrj04pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co)

Para: juridicapolis@yahoo.es; rauljimenezabogado@gmail.com

Fecha: martes, 12 de octubre de 2021, 11:05 p. m. COT

50- ACTA DE AUDIENCIA 21 de septiembre de 2021 - V. preacuerdo.pdf
244.6kB

CONSTANCIA ASISTENCIA A AUDIENCIA.pdf
131.8kB

JUZGADO 4° PENAL DE CIRCUITO ESPECIALIZADO DE BOGOTÁ
CENTRO DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS

Calle 31 No. 6-20 piso 2° Tel: 3381046
Correo Institucional: scrj04pctoebta@cendoj.ramajudicial.gov.co

 
Ref. Rad. CUI. 110016000096201700414
Rad. Int. 004-2019-048(B)
Contra: Édgar Santiago Aranguren Talero y otros

Doctor
RAÚL ALBERTO JIMÉNEZ CORREA
Defensor de confianza Jesús David Peña

 Bogotá
 

Asunto: REMITE CONSTANCIA DE ASISTENCIA A AUDIENCIA

Buenas noches y cordial saludo.
 
De manera atenta y de conformidad con lo citado en el asunto, doy respuesta a su solicitud elevada a esta secretaría el pasado 22 de septiembre y
reiterada el 6 de octubre de la anualidad que avanza, respecto de que se remita una constancia de asistencia a audiencia en la que funge usted como
defensor de confianza del acusado Jesús David Peña Ávila.

Así las cosas, remito por este mismo medio en PDF lo solicitado e igualmente se remite acta de la audiencia del pasado 21 de septiembre a la cual
hizo usted presencia. Lo anterior, dentro del proceso citado en referencia y para los fines legales corespondientes.

Esperando con lo anterior haber dado pro resuelta su solicitud.
 
 Atentamente,

JAMES DAVID ROMERO ROMERO
Escribiente 
Tel. 3142569699
 
 
ACUERDO PCSJA20-11632 30/09/2020 - Artículo 26. Horario para la recepción virtual de documentos en los despachos judiciales y dependencias administrativas. las demandas, acciones, memoriales, documentos,
escritos y solicitudes que se envíen a los despachos judiciales, después del horario laboral de cada distrito, se entenderán presentadas el día hábil siguiente; los despachos judiciales no confirmarán la recepción de estos
mensajes de correo electrónico por fuera de las jornadas laborales sino hasta el día hábil siguiente. 

 
AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error
comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría
tener consecuencias legales como las contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva en general
sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo, considere si es realmente
necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.


	Secretario Ad-hoc

